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Resumen 

En el presente artículo se determina el grado de afectación que sufre el 

principio de presunción de inocencia en el procedimiento administrativo 

sancionador en contra de las servidoras y servidores judiciales, al momento en el 

que el Consejo de la Judicatura valoró la prueba de cargo y de descargo de forma 

irracional al momento de resolver. Para esto, se realizó el estudio de las resoluciones 

disciplinarias, en las cuales se evidenció la vulneración del principio de inocencia, 

de los servidores judiciales en base a pruebas mal valorados por la autoridad 

sancionadora. Del análisis de esta investigación se identificó que las resoluciones 

disciplinarias emitidas por el Consejo de la Judicatura presumiblemente 

trasgredirían esté principio, toda vez que la Autoridad para dictar una sanción 

deberá encontrar los elementos suficientes que prueben la existencia de la 

infracción disciplinaria en ese momento se sancionará al sumariado y 

automáticamente se desvanecerá la presunción de inocencia la misma que mantiene 

una íntima relación con la prueba, pues es esta ultima la única que puede 

desvirtuarla.  

 

Palabras Claves: principio de inocencia, vulneración, prueba, procedimiento 

sancionador, derecho a la defensa.  
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Abstract 

 In this article the degree of affectation suffered by the principle of 

presumption of innocence in the sanctioning administrative procedure against the 

judicial servants is determined, at the moment in which the Judicial Council valued 

the proof of charge and defense Irrationally at the time of solving. For this, the study 

of the disciplinary resolutions was made, in which the violation of the principle of 

innocence was shown, of the judicial servants based on tests badly valued by the 

sanctioning authority. From the analysis of this investigation, it was identified that 

the disciplinary resolutions issued by the Judicial Council would presumably 

violate this principle, since the Authority to issue a sanction must find sufficient 

evidence to prove the existence of the disciplinary offense at that time. The 

presumed innocence is automatically vanished and the same one that maintains an 

intimate relationship with the evidence, because it is the latter that can distort it. 

 

 Keywords: principle of innocence, violation, evidence, sanction 

procedure, right to defense 

 

1. Introducción 

El derecho de la presunción de inocencia prevé que toda persona a la que se 

impute un hecho en un proceso administrativo o judicial conserva su calidad de 

inocente hasta que se demuestre su culpabilidad, la misma que deberá ser en un 

procedimiento con todas las garantías establecidas por la Ley. 

 

La Presunción de Inocencia, es uno de los derechos fundamentales con los que 

cuenta toda persona, para que se pueda vulnerar este derecho tuvo que haberse 

valorado la prueba de cargo de forma irracional. Por lo que, para desvirtuar esta 

presunción se deberá aportar con pruebas debidamente actuadas dentro de un 

proceso jurisdiccional o administrativo que asegure en su totalidad las garantías 

procesales.  

 

El presente artículo aborda un tema controversial, con respecto a la vulneración 

del principio de inocencia en el procedimiento administrativo sancionador en contra 
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de las servidoras y servidores judiciales, en virtud de que toda sanción disciplinaria 

que pretenda ser impuesta al final del procedimiento debe apoyarse en una prueba 

que demuestra indiscutiblemente la infracción disciplinaria, caso contrario el 

derecho de presunción de inocencia subsiste. Es por esto que es necesario realizar 

un análisis minucioso respecto de esta forma de valorar las pruebas presentadas por 

los sujetos dentro del expediente disciplinario, con relación a lo que refiere la 

Constitución de la República, el Código Orgánico de la Función Judicial y el 

Reglamentos para el Ejercicio de la Potestad Disciplinario del Consejo de la 

Judicatura.  

 

Es de suma importancia tratar este tema en específico, pues al hablar de la 

vulneración del principio de inocencia en las resoluciones emitidas por la autoridad 

administrativa, estamos hablando de funcionarios judiciales que están siendo 

afectados con resoluciones mal motivadas, las mismas que atentan contra los 

derechos constitucionales de todas las personas. Al encontrarse sancionados por 

una infracción disciplinaria, la prevalencia de su derecho a la presunción de 

inocencia exige que la autoridad administrativa debe tomar decisiones 

fundamentadas en legal y debida formar al momento de resolver. En este sentido, 

la relevancia del presente artículo transciende si el actuar del Consejo de la 

Judicatura, garantiza el principio de presunción de inocencia. 

 

Este artículo tiene por objetivo identificar si en las resoluciones disciplinarias 

emitidas por el Consejo de la Judicatura se vulneró el principio de presunción de 

inocencia en los procedimientos disciplinarios. 

 

La metodología utilizada en este artículo es el método inductivo y análisis de 

casos, partiendo del estudio de casos empíricos, los mismos que son resoluciones 

disciplinarias en contra de las servidoras y servidores judiciales, en los cuales se 

vulnera el principio de presunción de inocencia, para obtener conclusiones 

generales desde las premisas particulares. Las fuentes primarias que se utilizan son 

las normas antes descritas y las resoluciones administrativas sobre la materia a las 

cuales ha sido posible tener acceso. Como fuente secundaria se emplea el estudio 
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de la doctrina a través de la revisión bibliográfica referente al tema abordado, 

enmarcados a la concepción y protección del principio de presunción de inocencia, 

el procedimiento disciplinario y el análisis de las resoluciones.  

 

2.  Marco Teórico 

2.1 El principio de presunción de inocencia dentro del ordenamiento 

constitucional ecuatoriano 

2.1.1 Concepto y evolución histórica del principio de presunción de 

inocencia. 

2.1.1.1 Concepto de presunción de inocencia  

Etimológicamente la palabra presunción de inocencia vine del latín présopmtion 

derivación de praesumtio-ónis, que significa “idea a toda expresión”; el segundo 

vocablo inocencia procede del latín innocens que significa virtuoso, calidad del 

alma que no ha cometido pecado. (Español, 1981) 

  

Joan Pico (2002) define que la presunción de inocencia como el bien innato del 

hombre, que se encuentra en su ser desde que este nació y que solo mediante las 

pruebas legalmente practicadas bajo varios principios que garantiza un proceso 

justo se la puede desvirtuar. 

 

La Constitución de la República del Ecuador, en el numeral 2 del artículo 76, 

determina que toda persona que está siendo procesada ya sea vía judicial o 

administrativa deberá ser considera como inocente hasta que no se demuestre lo 

contrario, siendo así en una sentencia ejecutoriada o una resolución en firme emitida 

por autoridad administrativa. (2008). La Declaración Universal de los Derechos 

Humanos en el numeral 1 del artículo 11 determina que toda persona acusada de un 

delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 

culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se hayan asegurado 

todas las garantías necesarias para su defensa. (1948). La Convención Americana 

de Derechos Humanos, en su numeral 2 del artículo 8 reza que la culpabilidad de 

una persona debe ser establecida conforme a la ley, en cada una de las legislaciones 

que le corresponda actuar, y que, el procesado goce de todos sus derechos mientras 
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no se establezca su culpa en una sentencia debidamente ejecutoriada donde termine 

su estado de inocencia. (1977) 

 

Para el tratadista Zavala, al referirse sobre la presunción de inocencia señala 

que el hombre nace con varios derechos entre ellos el de la inocencia, misma que 

le permite exigir al estado su inocencia como una garantía, ya que esta es general 

pero su culpabilidad debe ser concreta, especifica, única y demostrada para que 

conllevé a una responsabilidad. (2002) 

 

Los tratadistas Jorge A. Clariá Olmedo (2008) y Francisco J. D´Albora (2002) 

expresan que mientras no sean declarados culpables por sentencia firme, los 

habitantes gozan de inocencia, aun cuando tengan abierto un proceso en su contra. 

Así como también el autor Orlando Rodríguez, estipula que la presunción de 

inocencia es una condición, un derecho connatural del hombre existe antes de todo 

forma de autoridad y de estado, que puede ser cuestionada cuando la sociedad ha 

llegado a un nivel de organización tal que cuenta con sistemas de enjuiciamiento y 

de sanciones, como mecanismos jurídicos-legales capaces legítimamente de 

declarar a un ciudadano responsables penalmente, imponiéndole como 

consecuencia, un reproche. (2010).  

 

De lo manifestado por los tratadistas referidos, podemos concluir y definir a la 

presunción de inocencia es un derecho universal con el que todo ciudadano nace, 

por lo tanto, el Estado como parte acusadora es quien deberá demostrar dentro de 

un proceso penal o administrativo la culpabilidad o responsabilidad del procesado, 

con el fin de desvanecer el principio de inocencia. La parte acusadora tienen la 

obligación de obtener la prueba que fundamente y sustente en el juicio.  

 

2.1.1.2 Evolución historia del principio de presunción de inocencia 

La presunción de inocencia tuvo su inicio en Roma influidas especialmente 

por el cristianismo, el cual fue negado y posteriormente extinguido por las prácticas 

inquisitivas de la baja edad media. En el siglo XVIII se da fin al sistema represivo 

que imperaba en la edad media y, el 14 de julio de 1789 surge la Declaración 
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Francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, donde empieza a terminar 

todo acto de opresión e injusticia inquisitiva que imperaba a la época; la declaración 

francesa de los derechos del hombre y del ciudadano fue el proyecto que empezó a 

poner fin a toda organización política o social – totalitaria que tenía como uno de 

sus principales elementos un modelo de justicia penal represivo, basado en el uso 

indiscriminado de la tortura como medio valido para obtener la confesión. 

 

El derecho represivo fue duramente criticado al igual que todo su sistema 

político que la sustentaba, vino entonces el pensamiento iluminista del siglo XVIII 

que para Juan Bustos se caracterizó por ser racionalista, utilitario y ius naturalista, 

cuyos máximos exponentes de la época fueron Montesquieu, Voltaire y Rousseau 

entre otros juristas que crearon el ideario reformista de todo un sistema político – 

social que avasallaba la persona y los derechos del individuo. (Ramírez, 1989). 

 

El tratadista Jorge Zavala Baquerizo (2002), manifestó que los derechos en 

el hombre y los derechos del hombre: Los primeros se originan, tienen su fuente, 

en los bienes en la persona; y los segundos tienen su origen en los bienes del hombre 

o sociales. Entre los bienes en el hombre se encuentra la inocencia, que es un bien 

jurídico en la persona. La inocencia, como la libertad, la vida, el honor o la 

integridad física dan origen a los derechos que el hombre ejerce en defensa de su 

vida, de su integridad física, de su libertad, de su honor y de su inocencia. Y estos 

derechos están constitucionalmente garantizados por el Estado respectivamente.  

 

A finales del siglo XIX y principios del siglo XX surgieron corrientes 

encontradas, sobre todo aquellas que rechazaban en forma absoluta la existencia de 

la presunción a favor del imputado, así tenemos a los doctrinarios italianos; entre 

ellos Garófalo quien considera que el principio consagra un estudio jurídico y no 

una presunción legal, el imputado es inocente hasta que sea declarado culpable por 

sentencia en firme. (Garófalo, 1892).  

 

Ahora bien, la presunción de inocencia legal (iuris tantum) no tiene carácter 

absoluto, porque los actos probatorios de cargo pueden modificar esta generalidad 
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que, en todo caso, se torna inmutable cuando se dicta la sentencia condenatoria. 

Esto significa, que el procesado no está obligado a presentar elementos probatorios 

para ratificar su inocencia; al contrario, estas actuaciones son de competencia de los 

órganos pertinentes para demostrar la culpabilidad del procesado. (Alfredo Ruiz 

Guzmán, 2016). 

 

2.2 La presunción de inocencia como elemento central del debido proceso. 

El tratadista Luis Marcelo De Bernardis (1995) establece que las garantías 

constitucionales se convierten en aquellos elementos mínimos recogidos por la ley 

de mayor jerarquía para que el proceso resulte efectivamente un debido proceso; y 

el autor Luis Cueva Carrión manifiesta que las garantías constitucionales son 

técnicas de tutela efectiva de los derechos fundamentales que no se agotan en su 

enunciación sino en su total satisfacción y solo cuando han cumplido esta finalidad 

se manifiestan en la práctica como verdaderas y auténticas garantías. (Carrión L. 

C., 2013).   

 

Jaime Santofimio Gamboa describe al principio del debido proceso como un 

sistema de garantías, pero cuando él se refiere a justicia acarrea cierto grado de 

subjetividad e indeterminación en la definición del principio del debido proceso, 

por esto sería más apropiado señalar que el debido proceso constituye un sistema 

de garantías que procura la obtención de decisiones conforme a Derecho. (Gamboa, 

2003). Eduardo Couture (2002) amplía la definición de debido proceso busca 

proteger no solo la vida, libertad o propiedad sino todo derecho subjetivo que pueda 

estar en peligro en un procedimiento.  

 

Por otra parte, se debe señalar que en la mayoría de las constituciones del mundo 

y en los Tratados Internacionales, se le atribuye a la inocencia la característica de 

“Presunción”, cuando la inocencia en un bien jurídico protegido y que como se 

manifestó anteriormente, es un bien personalísimo, inherente a la persona desde que 

nace hasta que muere. Por lo que, estoy de acuerdo en afirmar como lo hace el 

tratadista ecuatoriano Jorge Zabala Baquerizo, que la inocencia es general, la 
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culpabilidad es concreta. Si es generalmente inocente y concretamente culpable. 

(2014). 

 

Para Héctor Faundez Ledesma (1992), en su obra Administración de Justicia y 

Derecho Internacional de los Derechos Humanos, identifica cuatro efectos o 

consecuencias trascendentales de este principio: a) La carga de la prueba le 

corresponde a la acusación, el procesado no está obligado a demostrar su inocencia, 

sino que se presume su inocencia; b) La prueba debe ser tal que permita sustentar 

la condena más allá de toda duda razonable; c) La actitud del tribunal, llamado a 

garantizar los derechos del reo, evitando que en virtud de la imputación reciba un 

tratamiento incompatible con su condición de persona inocente; y, d) La exclusión 

de consecuencias negativas antes de que se dicte sentencia definitiva y, por 

consiguiente, el derecho a la libertad durante el proceso.   

 

En cambio, el Debido Proceso para muchos autores afirman que la legalidad del 

Debido Proceso es característica propia de un Estado de Derecho, en el cual se 

hacen efectivos los principios rectores del proceso penal, principios que se 

constituyen en el pilar fundamental de un sistema penal establecido.  

 

2.3 La presunción de inocencia en el ámbito disciplinario en el derecho 

comparado 

Para entender el derecho en su real sentido es necesario recurrir al Derecho 

Comparado, en razón de que este nos permite confrontar las semejanzas y las 

diferencias de los diversos sistemas jurídicos vigentes en el mundo, con el propósito 

de comprender y mejorar el sistema jurídico de un determinado Estado. Así en este 

apartado se buscará establecer las semejanzas y diferencias entre el régimen 

disciplinario de los servidores judiciales de Colombia, Venezuela, Chile y el 

Ecuador, sobre todo poniendo énfasis en el principio de presunción de inocencia 

que como garantía del debido proceso se debe respetar, tomando en consideración 

que en Ecuador esta garantía muchas veces ha sido vulnerada, y con este trabajo de 

investigación se lo pretende hacer conocer. 
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 Colombia 

El Proceso Disciplinario, en la legislación colombiana, es la facultad de la 

Administración para aplicar sanciones, mediante un procedimiento especialmente 

establecido en el Código Disciplinario Único que está establecido en la Ley 734 de 

2002, en este código se habla de las infracciones disciplinarias, de las sanciones y 

de los órganos competentes para conocer estas causas.   

 

El derecho de presunción de inocencia que se encuentra establecido en el 

artículo 9 del Código Disciplinario Único, que determina que a quien se le atribuye 

una falta disciplinaria se presume inocente mientras no se declare su 

responsabilidad en fallo ejecutoriado. Durante la actuación toda duda razonable se 

resolverá a favor del investigado no haya modo de eliminarla. (Estado, 2018) 

 

 Venezuela 

María Alejandra Díaz manifiesta que según el artículo 267 de la Constitución 

de la República Bolivariana de Venezuela, la jurisdicción disciplinaria judicial 

estará a cargo de los jueces de la República que determinan la ley, por lo que, el 

régimen disciplinario de los jueces está plasmado en el Código de Ética del Juez 

Venezolano y de la Jueza Venezolana. (Díaz, 2012).  

 

Hernán Pacheco (2012) al hablar del juez denunciado indicando que tiene 

derecho a defenderse en juicio. El Código de Ética establece las generales, como: 

el objeto; el ámbito de aplicación; los principios de la facultad disciplinaria, entre 

los que se destaca la oralidad, la igualdad, la contradicción; de la independencia 

judicial; la imparcialidad; la protección de los derechos; los valores republicanos y 

el estado de Derecho; la legitimidad de las decisiones judiciales; el proceso como 

medio de realización de la justicia, la argumentación e interpretación judicial; los 

actos procesales y la administración de justicia y la tutela judicial.   

 

De lo expuesto se puede asegurar, que en la legislación venezolana desde 

que rige el Código de Ética para el juez venezolano y la jueza venezolana existe 

una mayor garantía en el Régimen Disciplinario Judicial, por cuanto jueces 
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imparciales e independientes juzgan de conformidad con este cuerpo legal, 

garantizando el debido proceso y sobre todo el derecho de presunción de inocencia 

a toda persona a quien se le señale como responsable de una infracción disciplinaria 

judicial.   

 

 Chile  

En Chile la función disciplinaria es ejercida por la Corte Suprema de Justicia, 

al tenor de lo referido por el artículo 82 de la Constitución de ese país, pues en este 

se determina que la Corte Suprema tiene la superintendencia directiva, correccional 

y económica de todos los tribunales de la Nación. En este mismo artículo, el 

segundo inciso de esta disposición constitucional reconoce funciones disciplinarias 

a los tribunales, por lo tanto, se podría afirmar que la potestad disciplinaria de los 

servidores judiciales corresponde al poder judicial.   

 

El régimen disciplinario en Chile se encuentra en el Código Orgánico de 

Tribunales, que constituye una normativa de carácter general, que regula el estatuto 

judicial, pero también es el instrumento disciplinario de otros sujetos del sistema 

judicial como los fiscales, por lo tanto podremos decir, que el sistema chileno 

contempla una jurisdicción disciplinaria dentro del poder judicial, donde las 

competencias sancionadoras están a cargo de los tribunales jurisdiccionales, como 

son la Corte Suprema y las Cortes de Apelación, esto le convierte en un modelo 

peculiar, pues es el único país en Latinoamérica que no tiene un Consejo Superior 

de la Judicatura, con lo cual el manejo absoluto de la carrera judicial, desde el 

ingreso, ascenso y sanciones disciplinarias quedan en manos de la cúpula de la 

Corte suprema de Justicia. (Hernández, 2013). 

 

En el Código Orgánico de Tribunales se regula el ejercicio de la función 

disciplinaria por parte de cada instancia judicial: a) Los Jueces de Letras; b) Los 

Administradores de Juzgados de Garantía y de Tribunales de Juicio Oral; c) Cortes 

de Apelaciones; d) Corte Suprema. En segundo lugar, puede amonestar a las Cortes 

de Apelaciones o censurar su conducta, cuando alguno de estos tribunales ejerciere 

de un modo abusivo las facultades discrecionales que la ley les confiere. Las 
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sanciones disciplinarias que pueden aplicar la Corte Suprema y la Corte de 

Apelaciones son la amonestación privada, la censura por escrito la multa y el arresto 

hasta por ocho días. Cabe anotar que las facultades disciplinarias de la Corte 

Suprema, Cortes de Apelaciones y Jueces de Letras también pueden ejercerse 

respecto de los abogados. (Justicia, 2018) 

 

Milton Juicia (Juicia, 2003) en su obra Administración de Justicia referente al 

régimen disciplinario de los jueces, manifiesta que cuando un juez incurre en el 

incumplimiento de sus deberes y obligaciones, o ha cometido faltas o abusos graves 

en la emisión de sus resoluciones de carácter jurisdiccional, puede ser sancionado 

disciplinariamente a instancia de parte o de oficio, por el Tribunal Superior y 

también puede llegar a ser removido de la Judicatura, mediante el procedimiento 

disciplinario señalado para el efecto.  

 

Como se puede observar el Derecho Comparado tiene una notable importancia 

para todas las ramas del derecho, especialmente para el Derecho Administrativo 

Disciplinario, porque nos permite establecer las semejanzas y diferencias que 

existen en las legislaciones de los país antes referido, con respecto a las semejanzas 

decimos que existe un órgano encargado de disciplinar a los servidores judiciales, 

independiente de la Corte Nacional de Justicia, mientras que en Chile es la misma 

Corte que imparte justicia y disciplina a sus funcionarios, lo que le resta 

independencia e imparcialidad. Cabe indicar también que en Colombia existe un 

Código de Disciplina Único para todos los funcionarios públicos, mientras que en 

Ecuador y Venezuela existe un cuerpo legal exclusivamente para los servidores 

judiciales, en el primer caso, el Reglamento para el Ejercicio de la Potestad 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura y en el segundo caso, el Código de Ética 

del Juez Venezolano y la Jueza Venezolana, cuerpos legales que contienen de 

manera estructurada la normativa del régimen disciplinario de los funcionarios 

judiciales. En el régimen disciplinario de Colombia, Venezuela, Chile y Ecuador, 

el tipo de faltas disciplinarias van desde la amonestación escrita hasta la destitución, 

con la única diferencia que en Chile también se habla del arresto.  
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3. El Proceso Disciplinario a Servidores Judiciales en la Realidad 

Ecuatoriana 

3.1 Sumario Administrativo a servidores judiciales en el Ecuador  

El Consejo de la Judicatura conforme lo establece el Código Orgánico de la 

Función Judicial ha expedido mediante Resolución No. 029-2015 (Resolución 029-

2015 Codificación del Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria del 

Consejo de la Judicatura, 2015), que prescribe el procedimiento administrativo para 

el ejercicio de su potestad disciplinaria en contra de los funcionarios judiciales. 

(Código Orgánico de la Función Judicial, 2015). 

 

Santiago Andrade, Julio César Trujillo y Roberto Mendoza, (2014) definen que 

el Consejo de la Judicatura tiene potestad primero de gobierno y administración de 

la Función Judicial y consecuentemente de disciplina, por ello, debe entenderse a 

esta Institución como el órgano auxiliar, de ayuda para que las cortes, los tribunales 

y los juzgados que son los órganos principales cumplan con la finalidad inherente 

de la Función Judicial que es administrar justicia. 

 

La potestad administrativa disciplinaria se exponen algunos autores que tratan 

sobre el tema: A decir de Eduardo García De Enterría la potestad disciplinaria es 

aquella que la administración ejerce normalmente sobre los servidores que están 

integrados en su institución. (2013) Por su parte, Jaime Ossa Arbeláez señala que 

la potestad administrativa disciplinaria es una manifestación de la potestad 

administrativa sancionadora. (Arbeláez, 2000) Además, Alejandro Nieto explica 

que la potestad disciplinaria tiene por finalidad el buen funcionamiento de los 

servicios y la continuidad de la función pública por parte de los agentes públicos 

que en situación de subordinación ejecutan la conducta ajustada a los deberes de la 

función. (Nieto, 2005) En otras palabras, la potestad administrativa disciplinaria es 

el fundamento que permite actuar a la administración pública y ejercitar un régimen 

disciplinario entre sus funcionarios públicos con el fin de que aquellos cumplan las 

obligaciones a su cargo. 
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El sumario administrativo tiene por objeto establecer si se han configurado 

todos los elementos de las infracciones disciplinarias determinadas en el Código 

Orgánico de la Función Judicial, otras leyes aplicables y su nexo causal con la 

responsabilidad administrativa de la servidora o servidor judicial sumariados, 

determinando en aquellos casos permisibles, el perjuicio causado a la 

Administración Pública, y a los usuarios del Servicio de Justicia, imponer y aplicar 

la sanción que corresponda a la sumariada o sumariado, o ratificar su inocencia. 

(Pulido, 2014) 

 

En lo referente a los sumarios iniciados por denuncia o queja, previo al inicio 

del sumario disciplinario la Coordinadora o Coordinador Provincial de Control 

Disciplinario competente, realizará el examen de admisibilidad de la denuncia o 

queja a fin de verificar que las mismas hayan sido presentadas dentro de los plazos 

de prescripción establecidos en el artículo 106 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, así como el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 113 

del Código ut supra, y que no se encuentre inmersa en los casos previstos en el 

artículo 115 del mismo cuerpo legal. Si por el contrario, se verificare que los hechos 

narrados en la denuncia o queja se encuentran dentro de los casos tipificados como 

infracción en el ordenamiento jurídico vigente, la Coordinadora de Control 

Disciplinario emitirá el examen de admisibilidad para conocimiento del Director 

quien dispondrá el inicio del sumario administrativo conforme lo determina el 

artículo 114 del Código Orgánico de la Función Judicial. En el caso de que la 

denuncia o la queja no cumpla con los artículos antes referido se inadmitirá a 

trámite. 

 

La sumariada/o una vez que fue citada conforme lo determina el artículo 34 

Reglamento para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura, deberá contestar el sumario y anunciar la prueba de descargo dentro del 

término de cinco días, conforme lo establece el artículo 35 Reglamento ibídem. 

Luego la autoridad sancionadora de conformidad a los artículos 36 y 37 del 

Reglamento en mención, abrirán la causa a prueba por un término de cinco días, a 

efectos de garantizar el derecho a la defensa, cabe indicar que no se admitirá las 
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pruebas que no hayan sido anunciadas al momento de contestar el auto de apertura 

del sumario. La autoridad sustanciadora, de estimarlo pertinente solicitará de oficio 

pruebas hasta antes de expedir el informe motivado o la resolución según 

corresponda, conforme lo determina el articulo 3 y 38 del Reglamento para el 

Ejercicio de la Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura, así como la 

incorporación de nuevos documentos o la práctica de otras pruebas que estime 

pertinente, garantizando siempre el derecho de contradicción. Concluida la etapa de 

prueba, la autoridad competente en el tiempo de quince días expedirá de manera 

motivada la resolución o el informe que corresponda en el ámbito de sus 

competencias conforme a lo señalado en el artículo 38 del mencionado Reglamento. 

 

Es importante acotar que los Directores Provinciales únicamente pueden 

resolver el archivo de los expedientes y respecto de las sanciones de amonestación 

por escrito o verbal, constantes en el artículo 107 del Código Orgánico de la 

Función Judicial, y en caso de que las infracciones de suspensión o destitución, 

determinadas en los artículos 108 y 109 del Código indicado, deberá remitir informe 

motivado ya sea para la Dirección General o para el Pleno del Consejo de la 

Judicatura, autoridades competentes para resolver las infracciones antes indicadas, 

respectivamente. 

 

Las resoluciones dictadas dentro de los sumarios disciplinarios serán ejecutadas 

por las Direcciones Provinciales, la Subdirección Nacional de Control Disciplinario 

y las demás instancias administrativas del Consejo de la Judicatura. El recurso de 

apelación procede únicamente contra las decisiones finales, expedidas por las 

Directoras o Directores Provinciales y por la Directora o Director General del 

Consejo de la Judicatura conforme a lo amparado en el artículo 119 del Código 

Orgánico de la Función Judicial en concordancia con el 46 del mencionado 

Reglamento. El Pleno del Consejo de la Judicatura resolverá el recurso de apelación 

basándose en la información que conste en el expediente, sin perjuicio de que puede 

ordenar de oficio la práctica de prueba que estime pertinente, cabe indicar que de 

esta decisión no cabe recurso alguno.  
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3.2 El error inexcusable frente a la presunción de inocencia de servidores 

judiciales 

El error inexcusable se lo entiende como equivocación o desacuerdo, que puede 

dimanar de un falso concepto sobre lo que una cosa es realmente o de ignorancia 

Procedimiento de Control Disciplinario 

Denuncia Queja 

El Coordinador /a de Control 

Disciplinario una vez que tiene 

conocimiento de la denuncia o de 

queja, manda a reconocer firma y 

rubrica de las mismas, conforme 

lo determina el ultimo inciso del 

artículo 113 del Código Orgánico 

de la Función Judicial.  

El Coordinador / a de Control Disciplinario 

después del reconocimiento de firma hace 

el examen de admisibilidad o de 

inadmisibilidad. 

Examen de Admisibilidad es cuando la 

denuncia cumple con los requisitos 

establecidos en el artículo 113 Código 

Orgánico de la Función Judicial, no se 

encuentra inmersa en las causas de 

prescripción establecida en el artículo 

106 del Código antes referido, y 

tampoco en el artículo 115 del mismo 

Código.  

Examen de Inadmisibilidad es cuando la 

denuncia no cumple con los requisitos 

establecidos en el artículo 113 Código 

Orgánico de la Función Judicial, se 

encuentra inmersa en las causas de 

prescripción establecida en el artículo 

106 del Código antes referido, y se 

encuentra en las prohibiciones del 

artículo 115 del mismo Código.  

 
Con el examen de admisibilidad el 

Director de Control Disciplinario da 

inicio al sumario disciplinario en contra 

de algún servidor judicial, cita, contesta 

el sumario, se abre prueba y se emite la 

resolución o informe motivado. 

Con el examen de inadmisibilidad la 

Coordinadora/o emite el auto de archivo 

el mismo que es apelable. 
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de la misma (https://www.derechoecuador.com/el-error-inexcusable-en-el-

ordenamiento-juridico-nacional-e-internacional). 

 

Es una infracción disciplinaria contemplada en el numeral 7 del artículo 109 del 

Código Orgánico de la Función Judicial que dispone lo siguiente: “Art. 109.- 

INFRACCIONES GRAVÍSIMAS. - A la servidora o al servidor de la Función 

Judicial se le impondrá sanción de destitución, por las siguientes infracciones 

disciplinarias: (…)7. Intervenir en las causas que debe actuar, como Juez, fiscal o 

defensor público, con dolo, manifiesta negligencia o error inexcusable;(…)”. 

(2015) 

 

El Pleno del Consejo de la Judicatura dentro del expediente disciplinario No. 

MOT-294-SNCD-014-PM de fecha 21 de enero de 2015, se pronunció con respecto 

al error inexcusable dentro algunos expedientes disciplinarios, por lo que, se 

considera que el error inexcusable, únicamente es atribuido al administrador de 

justicia y este opera cuando el juzgador actúa directamente en contra de norma 

expresa, es decir, que con su accionar dictamina algo que la ley prohíbe realizar 

contraviniendo normas jurídicas vigentes. (2015) 

 

El error inexcusable se lo entiende como equivocación o desacuerdo, que puede 

proceder de un falso concepto sobre una cosa o la ignorancia de esta. En otras 

legislaciones la simple equivocación no es fuente de responsabilidad, pero se exige 

que el desatino sea de aquellos que no puedan excusarse, esto es que quien lo padece 

no puede ofrecer motivo o pretexto válido que sirva para disculpar dicho error, en 

este caso ocasionado por un operador de justicia. De tal manera, para que el error 

inexcusable, pueda imputarse, es también menester que se haya causado perjuicio 

a una de las partes, y que exista relación de causa-efecto, entre el error inexcusable. 

(Falconi, 2013) 

 

3.3 La manifiesta negligencia 

La palabra negligencia proviene del latín negligencia, que quiere decir la falta 

de cuidado o el descuido. Una conducta negligente, por lo general, implica un riesgo 
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para uno mismo o para terceros y se produce por la omisión del cálculo de las 

consecuencias previsibles y posibles de la propia acción. 

(https://definicion.de/negligencia/). 

 

Es una infracción disciplinaria contemplada en el numeral 7 del artículo 109 

que dispone lo siguiente: “Art. 109.- INFRACCIONES GRAVÍSIMAS. - A la 

servidora o al servidor de la Función Judicial se le impondrá sanción de 

destitución, por las siguientes infracciones disciplinarias: (…)7. Intervenir en las 

causas que debe actuar, como Juez, fiscal o defensor público, con dolo, manifiesta 

negligencia o error inexcusable;(…)”. (Código Orgánico de la Función Judicial, 

2015) 

 

El Pleno del Consejo de la Judicatura dentro del expediente disciplinario No. 

MOT-0765-UCD-012-MAC de fecha 15 de junio de 2013, dio el concepto de 

manifiesta negligencia: consiste en el descuido o falta de cuidado que es evidente 

palpable y que no necesita de mayor investigación ni análisis para establecer que se 

separan considerablemente de una obligación positiva o negativa consagrada en una 

norma legitima que establezca mínimos básicos de diligencia exigible en razón de 

su cargo demostrando una absoluta falta de interés, es decir, vemos que para el 

órgano colegiado esta infracción disciplinaria básicamente consiste en la omisión o 

inacción de los operadores de justicia en el ejercicio de sus funciones 

jurisdiccionales. (2013) 

 

La Administración de Justicia constituye un servicio público y como tal debe 

prestarse de conformidad con los principios establecidos en la Constitución de la 

República, así como los previstos en la Ley. En este sentido, el artículo 172 de la 

Constitución de la República, dispone que las servidoras y servidores judiciales que 

incluyen a juezas y jueces y los otros operadores de justicia aplicarán el principio 

de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia. 

 

La manifiesta negligencia consiste en aquel descuido o falta de cuidado que 

es claramente palpable y que no necesita de mayor investigación ni análisis para 
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establecer que se ha operado con descuido; en otras palabras la manifiesta 

negligencia se presenta cuando los jueces, fiscales, defensores públicos y demás 

servidores judiciales, por inacción o por acciones colmadas de desidia, se separan 

considerablemente de una obligación positiva o negativa consagrada en una norma 

legítima que establezca mínimos básicos de diligencia exigible en razón de su cargo 

o que aquello que debe ejecutar la servidora o servidor judicial, en razón de la 

complejidad de lo prescrito, no lo hace demostrando una absoluta falta de interés. 

 

4. Análisis de Casos Concretos Respecto a Procesos Disciplinarios y su 

Vinculación con el Principio de Presunción de Inocencia 

4.1 Análisis de la resolución del expediente disciplinario No. MOT-

0207-SNCD-2016-JLM, de fecha 24 de marzo de 2016 y 02 de agosto 

de 2017. 

Antecedentes  

El Pleno del Consejo de la Judicatura el 24 de marzo de 2016, dentro del 

expediente disciplinario No. MOT-0207-SNCD-2016-JLM, resolvió sancionar a la 

abogada Angélica Viviana Beltrán Vallejo, en su calidad de Fiscal del cantón de El 

Carmen provincia de Manabí, por haber adecuado su conducta en la falta 

disciplinaria tipificada en el numeral 17 del artículo 109 del Código Orgánico de la 

Función Judicial, esto es, por no haber comparecido a la audiencia de calificación 

de flagrancia de delito de accidente de tránsito dentro de la causa No. 13201-2015-

0136G.  

 

 De la revisión del expediente disciplinario se observó que el sumario inició 

de oficio en contra de la sumariada antes referida, por los hechos denunciados por 

el Juez de la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia con sede 

en el cantón El Carmen, respecto a la comparecencia de la Fiscal de turno a la 

audiencia de calificación de flagrancia, dentro de la causa No. 13201-2015-0136G, 

en virtud del cual la autoridad provincial recomendó mediante informe motivado al 

Pleno del Consejo de la Judicatura, que a la sumariada, se le imponga la sanción de 

destitución de conformidad con lo dispuesto en el numeral 17 del artículo 109 del 

Código Orgánico de la Función Judicial.    
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Argumentos de la resolución. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura mediante resolución de 24 de marzo de 

2016, resolvió destituir a la sumariada Angélica Viviana Beltrán Vallejo, por sus 

actuaciones como Fiscal del cantón de El Carmen provincia de Manabí, por no 

haber comparecido a la audiencia de calificación de flagrancia, infracción 

disciplinaria tipificada y sancionada en el numeral 17 del artículo 109 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, tomando como elementos probatorios lo siguiente: 

1. El Juez de la Unidad Judicial de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia 

del cantón El Carmen provincia de Manabí, mediante decreto de 22 de 

noviembre de 2015, convocó a Audiencia Oral de Flagrancia para el 22 de 

noviembre de 2015, a las 21h00, a las partes debidamente notificadas entre 

ellas a la Fiscal de turno Abogada Viviana Beltrán Vallejo, por un presunto 

delito de accidente de tránsito con daño materiales.  

2. La razón sentada por el secretario (e) abogado de la Unidad Judicial, que 

dice: “(...) Siento como tal que en esta fecha Notifique mediante llamada 

telefónica y mensaje vía WhatsApp al número 0992429213 perteneciente a 

la Ab. Viviana Beltrán Vallejo, por cuanto manifestó que no ha ordenado 

la detención por lo que ella no va a asistir a la Audiencia señalada por su 

autoridad para cual adjunto impresión de lo realizado (…)”. Con lo cual se 

demuestra que la sumariada no compareció a la audiencia de calificación de 

flagrancia convocada el 22 de noviembre de 2015, a las 21h00, dentro de la 

causa penal No. 13201-2015-0136G, adecuando su conducta a la presunta 

falta disciplinaria tipificada en el numeral 17 del artículo 109 del Código 

Orgánico de la Función Judicial. 

3. El oficio No. FPM-UGP-20l6-000066-O, de 15 de enero de 2016, suscrito 

por la doctora Guadalupe Magdalena Moreira Mendoza, Analista Provincial 

PV. 2 de la Fiscalía Provincial de Manabí, quien remitió la lista de los 

fiscales de turno asignados para los cantones de El Carmen y Pedernales del 

21 al 24 de noviembre de 2015, en la cual se verifica que los días 21 y 22 

de noviembre de 2015, la sumariada estuvo de turno de 24 horas en el cantón 

de El Carmen. 
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4. En el presente caso, no se ha demostrado por parte de la servidora judicial 

sumariada la existencia de una causa legitima de justificación para su 

inasistencia a la audiencia de calificación de flagrancia, al contrario se ha 

mostrado una actitud de irresponsabilidad al saber y estar debidamente 

notificada con el día, la hora que se iba a llevar a cabo dicha audiencia, 

siendo que tampoco habría demostrado que su inasistencia a la referida 

audiencia haya sido producto de un caso fortuito o fuerza mayor, como lo 

dispone el numeral 17 del artículo 109 del Código Orgánico de la Función 

Judicial. 

 

En el presente caso, el Pleno del Consejo de la Judicatura en unanimidad, el 02 

de agosto de 2017, en ejercicio de la potestad de autotutela administrativa y con 

fundamento en lo expresado resolvió extinguir el numeral 8.3 de la Resolución 

dictada por el Pleno del Consejo de la Judicatura el 24 de marzo de 2016, dentro 

del expediente MOT-0207-SNCD-2016-.JLM (DP13-OF-0464-2015), en el cual se 

impuso la sanción de destitución del cargo a la abogada Angélica Viviana Beltrán 

Vallejo, Fiscal cantonal de El Carmen provincia de Manabí, en aplicación del 

numeral 14 del artículo 264 del Código Orgánico de la Función Judicial, 

imponiéndole a la sumariada, la sanción de suspensión del cargo por el plazo de 

treinta (30) días sin goce de remuneración, la misma que ya se encuentra cumplida 

por el trascurso del tiempo. 

 

A foja 239 a 243 del expediente disciplinario consta el informe motivado de 

28 de enero de 2016, suscrito por el Director Provincial Disciplinario de Manabí 

del Consejo de la Judicatura, del cual se desprende que la sumariada a la fecha de 

emisión del referido informe no registraba sanción disciplinaria alguna; por otra 

parte, tampoco se ha evidenciado en el presente procedimiento administrativo que 

exista concurrencia de faltas disciplinarias atribuible a la sumariada, en ejercicio de 

su función dentro de la causa penal por accidente de tránsito No. 13201-2015-

0l36G; puesto que, su conducta constituye una sola falta. Consecuentemente sé 

determinar que la sanción administrativa impuesta a la sumariada a través de la 

precitada resolución de 24 de marzo de 2016, adolece de la no valoración 
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íntegramente de las circunstancias constitutivas de la infracción disciplinaria 

establecidas en el artículo 110 del Código Orgánico de la Función Judicial,  por lo 

que, es procedente el ejercicio de esta potestad de autocontrol y autocorrección con 

el fin de mantener el imperio del ordenamiento jurídico vigente y así que den 

cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 424 de la Constitución de la República 

del Ecuador, que dispone que las normas y los actos del poder público deberán 

mantener conformidad con las disposiciones constitucionales, caso contrario 

carecerán de eficacia jurídica. 

 

De lo expuesto se puede observar que la autoridad sancionadora corrigió de 

oficio el error incurrido en la etapa de prueba al no valorar debidamente la prueba 

como fue el certificado de registro de sanciones disciplinarias, al momento de emitir 

la resolución disciplinaria, la misma que fue subsanada el 02 de agosto de 2018. 

 

4.2 Análisis del expediente disciplinario No. M0T-1242-SNCD-2017-SR  de 

fecha 07 de mayo de 2018, a las 15h08. 

Antecedentes  

El Pleno del Consejo de la Judicatura el 07 de mayo de 2018, dentro del 

expediente disciplinario No. M0T-1242-SNCD-2017-SR, resolvió destituir al 

doctor Franklin Alcides Ponce Montoya, por sus actuaciones como Juez de la 

Unidad Judicial Penal con sede en la parroquia Calderón, por haber adecuado su 

conducta en la falta disciplinaria tipificada en el numeral 7 del artículo 109 del 

Código Orgánico de la Función Judicial, esto es, manifiesta negligencia.  

 

El sumario inició de oficio en contra del doctor Franklin Alcides Ponce 

Montoya, por sus actuaciones como Juez de la Unidad Judicial Penal con sede en 

la parroquia Calderón, del distrito Metropolitano de Quito, por los hechos 

constantes en el memorando No. 3303-DP17-GEMM-2017, de 28 de noviembre de 

2017, suscrito por la Secretaría de la Dirección Provincial de Pichincha del Consejo 

de la Judicatura (e), quien remitió el informe motivado emitido por el Director 

Provincial de Pichincha del Consejo de la Judicatura en el Ámbito Disciplinario (e), 

en el que consideró que el servidor sumariado habría adecuado su conducta en la 
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infracción disciplinaria tipificada en el numeral 7 del artículo 109 del Código 

Orgánico de la Función Judicial, esto es, manifiesta negligencia; por lo cual, sugirió 

la sanción de destitución del cargo. 

 

Argumentos de la resolución. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura, resolvió declarar al sumariado 

responsable de haber incurrido en la infracción disciplinaria prevista en el numeral 

7 del artículo 109 del Código Orgánico de la Función Judicial, esto es, actuar con  

manifiesta negligencia y por ende la sanción con la destitución de su cargo, tomando 

como elementos probatorios los siguientes: 

 

1. El sumariado en su calidad de juzgador, no habría motivado su decisión de 

imponer medidas sustitutivas a la prisión preventiva dentro del proceso 

penal por el presunto delito de abuso sexual 17296-2017-00021, pese a que 

existió un pedido expreso de fiscalía, de que se imponga la medida cautelar 

de carácter personal, en razón del peligro eminente en el que se encontraba 

la víctima, por cuanto su presunto agresor era la pareja sentimental de su 

madre. 

2. El CD donde consta el audio de la audiencia de formulación de cargos de 8 

de febrero de 2017, así como del extracto de la referida audiencia se 

desprende que efectivamente la titular de la acción penal al momento de 

exponer los hechos materia del proceso jurisdiccional establece que los 

elementos recabados en la investigación previa constituyen indicios 

necesarios para solicitar la formulación de cargos en contra del procesado, 

así como también señala que se han reunido los elementos del artículo 534 

del Código Orgánico Integral Penal; por lo que, solicitó que se imponga la 

medida cautelar de prisión preventiva, al considerar incluso el peligro 

inminente en el que se encontraba la presunta víctima y su estado de 

desprotección. 

3. Pese al argumento señalado por la fiscal de la causa, el sumariado en su 

calidad de juzgador decidió no imponer la medida cautelar solicitada y 

justificada por fiscalía, dejando en evidente estado de vulnerabilidad a una 
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niña que presuntamente fue víctima de una agresión de índole sexual, sin 

justificar su decisión de aplicar una medida diferente a la solicitada por la 

Fiscal. 

4. Es preciso señalar que si bien es cierto la decisión de aplicar una medida 

cautelar es de exclusiva atribución del juzgador, no es menos cierto que 

dicha decisión debe estar debidamente fundamentada, deben exponerse con 

claridad los argumentos por los cuales se deja insubsistente el pedido hecho 

por fiscalía y sobre todo se debe establecer que las medidas adoptadas son 

suficientes para garantizar los derechos de la presunta víctima y evitar una 

revictimización que en el presente caso se hacía evidente; sin embargo, el 

juzgador no efectúa un análisis con relación a los argumentos de fiscalía, no 

establece las razones por las cuales, determinó que no fueron justificados 

los elementos previstos en el artículo 534 del Código Orgánico Integral 

Penal, lo que evidencia que su decisión se aleja de todos los parámetros de 

una debida motivación, tomando su conducta en negligente. 

5. Al respecto, se indica que un funcionario judicial comete manifiesta 

negligencia cuando demuestra descuido o falta de cuidado que es 

claramente palpable y no necesita de mayor investigación ni análisis para 

establecer que se ha operado con descuido. En otras palabras la manifiesta 

negligencia se presenta cuando los jueces, fiscales, defensores públicos y 

demás servidores judiciales por inacción o por acciones colmadas de desidia 

se separan considerablemente de una obligación positiva o negativa 

consagrada en una norma legítima que establezca mínimos básicos de 

diligencia exigible en razón de su cargo, circunstancias que en el presente 

caso son evidentes tanto más que el juzgador sin motivación alguna decidió 

desechar el pedido efectuado por fiscalía, poniendo en riesgo la integridad 

de una menor que presuntamente fue víctima de un delito sexual. 

6. En este sentido, resulta evidente que la conducta del servidor judicial 

sumariado se subsume en la infracción disciplinaria prevista en el artículo 

109 numeral 7 del Código Orgánico de la Función Judicial, esto es 

manifiesta negligencia. 
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Análisis del criterio aplicado por el Pleno del Consejo de la Judicatura 

De los párrafos manifestados se puede establecer que dentro del expediente 

disciplinario referido, se calificó y se sancionó al servidor judicial, por incurrir en 

manifiesta negligencia en la sustanciación de la causa de delito sexual No. 17296-

2017-00021; esto es, porque el juzgador sin motivación alguna decidió desechar el 

pedido efectuado por fiscalía, poniendo en riesgo la integridad de una menor de 

edad que presuntamente fue víctima de violación. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura, al realizar la fundamentación de la 

manifiesta negligencia, claramente determinó que un funcionario judicial comete 

manifiesta negligencia cuando demuestra descuido o falta de cuidado que es 

claramente palpable y no necesita de mayor investigación ni análisis para establecer 

que se ha operado con descuido, circunstancias que en el presente caso 

presuntamente son evidentes. 

 

En definitiva, se observa que el órgano de la administración, ejerciendo su 

competencia disciplinara, hizo una mala valoración de la prueba que fue sustento 

para emitir la sanción de destitución en contra del servidor judicial, puesto que se 

tomó en cuenta el CD del audio como prueba para emitir la resolución disciplinaria, 

prueba de cargo que no fue legalmente obtenida y valorada ya que no se hizo una 

pericia de la misma; además no se consideró los argumentos presentados por el 

sumariado es decir, que el servidor manifestó que la Sala Penal de la Corte 

Provincial de Justicia de Pichincha, se pronunció con respecto al recurso de 

apelación presentado por la Fiscalía, determinó que su decisión de ordenar medidas 

cautelares distintas a la prisión preventiva está debidamente motivada. Por lo tanto, 

los hechos que motivaron el inicio del presente sumario constituyen un atentado al 

principio de independencia de la justicia, reconocido en el artículo 168 de la 

Constitución de la República del Ecuador y los artículos 8 y 123 del Código 

Orgánico de la Función Judicial; y además su actuar no se adecúa a ninguna falta 

disciplinaria y solicitó el archivo. 

 

De lo antes expuesto, se determina que el Pleno del Consejo de la Judicatura no 

considero los argumentos ni las pruebas presentados por el sumariado, además toda 
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decisión condenatoria y equivocada vulnera el principio de presunción de 

inocencia, porque emitieron una resolución de destitución en contra del servidor 

judicial con prueba mal actuada y valorado, es decir se tomó en cuenta el CD de la 

audiencia sin antes verse hecho una pericia del mismo, asimismo no se consideró 

que su actuar fue valorado por el órgano de alzada quienes dieron la razón al juez 

de primera instancia por lo tanto, se demuestra que era un tema jurisdiccional en 

los cuales el Consejo de la Judicatura no se puede pronunciar de conformidad con 

el artículo 115 del Código Orgánico de la Función Judicial. 

 

4.3 Análisis del expediente disciplinario No. M0T-0538-SNCD-2016-DMA, de 

fecha 16 de mayo de 2016, a las 21h18. 

Antecedentes  

El Pleno del Consejo de la Judicatura el 16 de mayo de 2016, dentro del 

expediente disciplinario No. M0T-0538-SNCD-2016-DMA, resolvió suspender a 

la abogada Carmen Elizabeth Vásquez Rodríguez, Jueza Ponente de la Sala 

Especializada Penal de la Corte Provincial de Justicia de Guayas por adecuar su 

conducta en la infracción disciplinaria tipificada en el numeral 8 del artículo 108 

del Código Orgánico de la Función Judicial, y a los doctores Manuel Eduardo 

Suárez Capelo y Johann Gustavo Marfetán Medina, Jueces de la Sala Especializada 

Penal de la Corte Provincial de Justicia de Guayas, ordenó destituirlos por adecuar 

su conductas en manifiesta negligencia, tipificada en el numeral 7 del artículo 109 

ibídem. 

 

El presente sumario administrativo, se inició de oficio en contra de los 

servidores judiciales antes aludidos, por los hechos constantes en el informe 

motivado presentado por el Director Provincial de Control Disciplinario del Guayas 

del Consejo de la Judicatura, quien recomendó se imponga la sanción de destitución 

a los sumariados por considerar que los mencionados servidores incurrieron en 

adecuar sus conductas en manifiesta negligencia, infracción disciplinaria tipificada 

y sancionada en el numeral 7 del artículo 109 del Código Orgánico de la Función 

Judicial. 
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 Los hechos que motivaron él inició del presente sumario se basan en la 

audiencia y sentencia emitida por los sumariados el 11 de diciembre de 2015 y el 

14 de enero de 2016, respectivamente, mediante las cuales los Jueces de la Corte 

Provincial sumariados revocaron la sentencia condenatoria emitida por el Segundo 

Tribunal de Garantías Penales de Guayas, dentro del proceso penal No, 09284-

2013-23877, por el delito de asesinato, esto es, que los sumariados actuaron 

negligentemente al momento en el que revocaron la sentencia de primera instancia 

y dispusieron la libertad de los procesados, sin considerar el perjuicio ocasionado a 

los familiares de la víctima y siendo que se trataba de un caso de conmoción social.  

 

Argumentos de la resolución. 

El Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió el 16 de mayo de 2016, suspender 

a la abogada Carmen Elizabeth Vásquez Rodríguez, por adecuar su conducta en la 

falta disciplinaria establecida en el numeral 8 del artículo 108 del Código Orgánico 

de la Función Judicial y a los doctores Manuel Eduardo Suárez Capelo y Johann 

Gustavo Marfetán Medina, destituirlos por adecuar su conducta en la infracción 

disciplinaria de manifiesta negligencia, tomando como elementos probatorios los 

siguientes: 

1. La decisión de revocar la sentencia condenatoria y decretar la inmediata 

libertad de los procesados basándose en la desacreditación de un testimonio 

que se hallaba viciado por temor irresistible puede aparecer como una 

valoración puntual, sin embargo y teniendo presente la alarma social de los 

hechos de la aludida causa punitiva, se observa claramente que el fallo 

emitido por los sumariados el 14 de enero de 2016, no se consideraron todas 

las actuaciones probatorias para determinar la responsabilidad de los 

procesados en cuestión, lo que devino en una grave vejación  al servicio de 

justicia, con lo cual la lesión producida, tanto al interés común precautelado 

por el Estado, como a la víctima y a sus familiares, e incluso al sistema de 

justicia, es gravísimo, todo vez que, violándose los preceptos invocados, se 

emitió una sentencia absolutoria con la que se dejó en libertad a los 

presuntos responsables de hechos abominable, actuaciones que se 
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manifestaron como una falta, a todo rasgo visibles para este órgano 

sancionador.  

2. La ausencia de someter a análisis a la integralidad de los medios de prueba 

especialmente cuando estos tienen conexidad con la materia sujeta a estudio 

a efectos de determinar la existencia o no de un delito por parte de los 

juzgadores, representa una actuación plenamente desidiosa cuya naturaleza 

ha de ser tenida en cuenta sumarial con el fin de establecer la sanción de la 

inconducta en referencia, sin perjuicio de las circunstancias agravantes o 

atenuantes que hubiera al lugar sobre la responsabilidad de cada uno de los 

servidores judiciales sumariados. 

3. Los jueces sumariados al incurrir en una grosera transgresión a las garantías 

del servicio de la justicia y por la gravedad del asunto en el que obran con 

decidía y falta de cuidado en concordancia con lo que prevé el numeral 1 

del artículo 110 del Código Orgánico de la Función Judicial que establece 

los parámetros de calificación de las inconductas con repercusión 

disciplinaria, entre los que consta su naturaleza, habrían obrado con 

manifiesta negligencia. 

4. El Pleno del Consejo de la Judicatura en base al registro de sanciones y de 

calificaciones de los jueces procedió a modular la sanción a la sumariada 

Carmen Vásquez Rodríguez, con una suspensión y a los doctores Manuel 

Suárez Capelo y Johann Marfetán Median con destitución. 

Análisis del criterio aplicado por el Pleno del Consejo de la Judicatura 

 En el caso analizado determinamos que el Pleno del Consejo de la Judicatura 

no tenía competencia para emitir una sanción disciplinaria puesto que los hechos 

versan sobre temas de valoración de pruebas de los cuales el Consejo de la 

Judicatura se encuentra impedido de conocerlos de conformidad con el artículo 115 

del Código Orgánico de la Función Judicial; además la autoridad sancionadora al 

momento de emitir su resolución comienza a valorar prueba que supuestamente los 

jueces no consideraron al momento de revocar la sentencia del Tribunal Penal y que 

se trataba de un caso de conmoción social, pues los jueces deberá actuar conforme 

a derecho y de acuerdo a las pruebas aportadas al proceso en el presente caso no 

había prueba para que los jueces de sala decidan sentencias por eso ratificaron la 
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inocencia de los procesados además los sujetos procesales si no estaban conforme 

con la decisión de los jueces de alzada tenían otra instancia jurisdiccional para 

acudir. 

De la revisión del SATJE se evidencia que los sumariados doctores Manuel 

Suárez Capelo y Johann Marfetán Median, presentaron su demanda al Tribunal 

Contencioso Administrativo No. 09802-2016-00645, los Jueces de la Corta 

Nacional de Justicia, resolvieron declarar la ilegalidad de la Resolución de 16 de 

mayo de 2016, expedida por el Pleno del Consejo de la Judicatura dentro del 

expediente disciplinario MOT-0538-SNCD-2016-DMA, y ordenaron el inmediato 

reintegro de los accionantes antes referidos a sus funciones de jueces provinciales; 

por cuanto la prueba actuada en juicio solamente podía producir duda en los 

juzgadores, desvaneciendo la certeza que debe primar al momento de dictar una 

sentencia condenatoria, ya que en todo caso persistió las razones que llevaron a los 

jueces sumariados a dudar objetivamente de la culpabilidad de los procesados, por 

lo que dichos jueces no tuvieron otra alternativa que fallar en el sentido más 

favorable al reo, sin que aquello pueda ser considerado como manifiesta 

negligencia, todo lo contrario, los jueces demostraron en la sustanciación del 

sumario disciplinario, que en el cumplimiento de sus funciones actuaron 

diligentemente al haber emitido su fallo con sujeción a lo dispuesto en los 

numerales 2 y 3 del artículo 129 del Código Orgánico de la Función Judicial; esto 

es, administrar justicia aplicando la norma jurídica pertinente y, resolver los asuntos 

sometidos a su consideración con sujeción a los principios y garantías de la Función 

Judicial. Adicionalmente los jueces señalaron que, al dictar la referida sentencia 

absolutoria, ejercieron sus atribuciones jurisdiccionales de acuerdo con lo dispuesto 

en los numerales 1 y 2 del artículo 130 del Código Orgánico de la Función Judicial, 

al haber cuidado que se respeten los derechos y garantías de las partes procesales, 

y al haber velado por una eficiente aplicación de los principios procesales.  

5. Desarrollo  

5.1 Aplicación del principio de presunción de inocencia en los 

procedimientos disciplinarios seguidos en contra de los servidores 

judiciales.  



 

30 
 

La Constitución de la República en el numeral 2 del artículo 76 establece que 

se presumirá la inocencia de toda persona y será tratado como tal, mientras no se 

declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada. El 

artículo 116 del Código Orgánico de la Función Judicial determina que en sumarios 

disciplinarios se observaran las garantías básicas del debido proceso consagradas 

en la Constitución. El artículo 3 del Reglamento para el Ejercicio de la Potestad 

Disciplinaria del Consejo de la Judicatura establece que los sumarios disciplinarios 

que se tramiten ante el Pleno, Dirección General, Subdirección Nacional de Control 

Disciplinario y Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura, deberán respectar 

las garantías constitucionales de la denunciante o el denunciante, y de la sumariada 

o el sumariado, señalados en los artículos 75, 76 y 82 de la Constitución. Este 

principio en algunos sumarios está siendo vulnerado al momento en el que el 

Consejo de la Judicatura emite sus resoluciones sancionatorias. 

 

El Ecuador al ser un estado constitucional de derechos y justicia, que busca que 

los derechos de protección establecidos en la Constitución se apliquen 

inmediatamente y entre ellos está el derecho de presunción de inocencia, como 

garantía básica del debido proceso. El derecho de presunción de inocencia no 

solamente se debe cuidar que apliqué u observe en los procedimientos 

jurisdiccionales sino que también en los procedimientos administrativos, donde 

muchas veces alegando el principio de la informalidad se pretende sacrificarlo, lo 

que ha provocado algunas veces nulidades procesales y otras, tremendas injusticias, 

que no han podido ser superados. 

 

Este derecho a la presunción de inocencia en la sustanciación de los sumarios 

administrativos algunas veces es vulnerado y especialmente en los sumarios 

iniciados en contra de las servidoras y servidores judiciales del Ecuador, para lo 

cual es necesario analizar si en los sumarios disciplinarios se garantiza este derecho. 

Revisado que ha sido este cuerpo legal y tomando como directriz lo que establece 

el numeral 2 del artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador con 

respecto al derecho a la presunción de inocencia nos encontramos que si existe 
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vulneración a este derecho en las resoluciones emitidas por el Consejo de la 

Judicatura en el ámbito disciplinario.  

 

Por su parte, Eduardo García De Enterria, (2008) señala que la presunción 

constitucional de inocencia supone que solo sobre la base de pruebas actuadas 

debidamente puede alguien ser sancionado. En consecuencia, en el ámbito 

disciplinario: Toda sanción disciplinaria que pretenda ser impuesta al final del 

procedimiento disciplinario debe apoyarse en una prueba que demuestra 

indiscutiblemente la infracción disciplinaria, caso contrario el derecho de 

presunción de inocencia subsiste. El derecho de presunción de inocencia determina 

que la carga de la prueba corresponde a quien acusa sin que nadie esté obligado a 

probar su propia inocencia y que cualquier insuficiencia en el resultado de las 

pruebas practicadas deba traducirse en un pronunciamiento absolutorio. En otras 

palabras, solo cuando el Consejo de la Judicatura encuentra las pruebas 

contundentes que determinen la responsabilidad disciplinaria del sumariado o 

sumariada desaparece el derecho de presunción de inocencia.  

 

Sin embargo, al entrar al análisis de las resoluciones emitidas por el Pleno del 

Consejo de la Judicatura, se evidenció que la autoridad administrativa no 

desvaneció por completo el principio de presunción de inocencia ya que las pruebas 

que fueron de sustento para la sanción disciplinaria no fueron bien valorados. 

 

El caso signado con el número del expediente No. MOT-0207-SNCD-2016-

JLM, el Pleno del Consejo de la Judicatura emitió la resolución de destitución el 24 

de marzo de 2016, en contra de la abogada Angélica Viviana Beltrán Vallejo, Fiscal 

del cantón de El Carmen provincia de Manabí, por adecuar su conducta en la falta 

disciplinaria tipificada en el numeral 17 del artículo 109 del Código Orgánico de la 

Función Judicial, esto es, por no haber comparecido a audiencia de calificación de 

flagrancia dentro de la causa  penal No. 13201-2015-0136G. Posteriormente el 02 

de agosto de 2017, la misma autoridad en base al principio de autotulela que 

consiste en el poder jurídico que permite a los órganos administrativos eliminar de 

la vía jurídica sus propios actos cuando estos adolezcan de vicios que impidan la 
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convalidación; el Pleno del Consejo aplicado el autotulela hizo una nueva 

valoración de las pruebas y concluyeron extinguir el numeral 8.3 de la resolución 

de 24 de marzo de 2016, y disponer la sanción de suspensión por 30 días sin goce 

de remuneración a la referida sumariada, porque no se había considerado el registro 

de sanciones además que no era una falta repetitiva. 

 

Del análisis del expediente M0T-1242-SNCD-2017-SR,  de 07 de mayo de 

2018, observamos que el sumario inició de oficio en contra del sumariado Franklin 

Alcides Ponce Montoya, Juez de la Unidad Judicial Penal de Quito, por incurrir en  

manifiesta negligencia en la sustanciación de la causa No. 17296-2017-00021; esto 

es, el juzgador sin motivación alguna decidió desechar el pedido de fiscalía, 

poniendo en riesgo la integridad de una menor de edad víctima de violación. Cabe 

indicar que la autoridad sancionadora resolvió destituir de su cargo al servidor 

judicial por adecuar su conducta en manifiesta negligencia infracción disciplinaria 

tipificada en el numeral 7 del artículo 109 del Código Orgánico de la Función 

Judicial, sin hacer una respectiva valoración de las pruebas puesto que se consideró 

como prueba el audio del CD la misma que no cumple con los objetos de una prueba 

bien actuada, además no se consideró que el actuar el juez fue valido por los jueces 

de alzada quienes resolvieron que la resolución del juez de primera instancia está 

conforme a derecho y bien motivada y su decisión era la correcta, la resolución 

administrativa trata de temas de jurisdiccionales y de valoración de pruebas 

conforme lo determina el artículo 115 del Código antes aludido. 

 

El Pleno del Consejo de la Judicatura dentro del expediente No. M0T-0538-

SNCD-2016-DMA, el 16 de mayo de 2016, resolvió suspender a la abogada 

Carmen Elizabeth Vásquez Rodríguez, en calidad de Jueza Ponente de la Sala 

Especializada Penal de la Corte Provincial de Justicia de Guayas; y a los doctores 

Manuel Eduardo Suárez Capelo y Johann Gustavo Marfetán Medina, destituirlos 

de su cargo de Jueces de la Sala antes referida, por haber adecuada su conducta en 

manifiesta negligencia, infracción tipificada y sancionada en el numeral 7 del 

artículo 109 del Código Orgánico de la Función Judicial, por haber recovado 

sentencia del Tribunal Penal y haber dispuesto la libertad de los procesados, sin 
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considerar el perjuicio ocasionado a los familiares de la víctima ya que era un caso 

de conmoción social. De la revisión de la resolución emitida por el Pleno se observa 

que no se hizo una respectiva valoración de las pruebas constantes en el sumario 

además los hechos se encontraban inmersos en el artículo 115 del Código Orgánico 

de la Función, es decir, se trataba de temas jurisdiccionales y de valoración de 

prueba, por lo que, la resolución vulneró el principio de inocencia así como lo 

determinó la Corte Nacional en sentencia declarar la ilegalidad de la Resolución 

Disciplinaria antes aludida, por vulnerar el principio de presunción de inocencia y 

ordenaron el reintegro de los servidores judiciales.   

 

De los casos analizados, se observa que los miembros del Pleno del Consejo de 

la Judicatura, han inobservado la finalidad principio de presunción de inocencia en 

el procedimiento administrativo sancionador en contra de los sumariado, esto es, la 

autoridad sancionará siempre y cuando encuentre pruebas suficientes que 

establezcan una infracción disciplinaria en ese momento sanciona al funcionario y 

autonómicamente se desvanece su inocencia. 

 

 El principio de presunción de inocencia es una garantía constitucional del 

debido proceso que obliga a quien acusa a demostrar la autoría y la culpabilidad del 

sujeto inculpado.  (https://www.tuabogadodefensor.com/principios-proceso-

sancionador/) 

 

 La prueba es la oportunidad que tiene el servidor judicial para justificar 

jurídicamente su inocencia respecto a la infracción disciplinaria que se presume ha 

cometido en el ejercicio de sus funciones. En otras palabras, la prueba es la forma 

más idónea que encuentra el servidor judicial para entablar su derecho a la defensa.  

 

Debo comenzar señalando que el tratadista Luigi Ferrajoli (2004), manifiesta 

que la culpa y no la inocencia deben ser demostradas, y es la prueba de la culpa y 

no de la inocencia que se presume desde el principio, la que forma el objeto del 

juicio pues, la lucha entre la libertad y la autoridad es el rasgo más saliente de las 

épocas históricas que nos son más familiares en las historias de Grecia, Roma e 
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Inglaterra. La tratadista Mónica Bustamente Rúa, (2018) declara que no es 

suficiente cualquier prueba para destruir la calidad de inocente, sino que esta debe 

practicarse de acuerdo a las garantías y de una determinada forma para cumplir 

dicho propósito.  

 

El derecho a presentar pruebas se encuentra comprendido en el Art. 76.7 letra 

h) de la Constitución, el cual garantiza el derecho de todas las personas a presentar 

de forma verbal o escrita las razones o argumentos de los que se crea asistida y 

replicar los argumentos de las otras partes. La mencionada normativa constitucional 

permite ejercitar el derecho de prueba al servidor judicial a quien se le haya iniciado 

un sumario disciplinario recordando que el servidor sumariado también goza del 

derecho de presunción de inocencia establecido en el Art. 76.2 ibídem que será 

efectivo hasta el momento de dictarse la resolución disciplinaria. 

 

El artículo 76.4 de la Constitución de la República de Ecuador establece que 

“las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no 

tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria”. 

 

De otro lado, la Constitución del Ecuador, en el numeral 6 del artículo 76 señala 

que la  ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 

sanciones administrativas. De lo expuesto se puede establecer que existe una 

vulneración al principio de presunción de inocencia por parte del Consejo de la 

Judicatura en los procedimientos administrativos, en tal sentido considero que el 

Consejo de la Judicatura deberá garantizar el principio de presunción de inocencia 

previo a emitir una resolución disciplinaria, tomando en cuenta que este derecho es 

una garantía básica del debido proceso consagrado en la Constitución de la 

República y en los Instrumentos de Derechos Internacionales, así como también se 

encuentra establecida en el Código Orgánico de la Función Judicial y en el 

Reglamentos para el Ejercicio de la Potestad Disciplinaria del Consejo de la 

Judicatura, por tal razón la autoridad sancionador deberá agotar todos los medios 

probatorios para encontrar las pruebas de cargo y descargo y de esta forma emitir 

una resolución justa. 
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6.  Conclusiones 

El presente trabajo de investigación tiene las siguientes conclusiones: 

1. Con la investigación se ha logrado determinar que el derecho de presunción 

de inocencia es una garantida básica del debido proceso y que como tal se 

lo debe respetar y observar en todo tipo de procedimientos, especialmente 

en el procedimiento administrativo, como es el caso de los sumarios 

disciplinarios que se sustancias en contra de las servidoras y servidores 

judiciales, puesto que se debe presumir su inocencia hasta que no se declara 

su responsabilidad mediante resolución en firme. 

2. Que el Régimen Disciplinario es muy importante sobre todo para controlar 

o vigilar el buen comportamiento de los funcionarios públicos en la 

prestación de sus servicios con respecto al Estado, pues de no existir este 

Derecho, los empleados actuarían de forma arbitraria y dejarían de cumplir 

con los derechos y obligación establecida el Código Orgánico de la Función 

Judicial, cabe indicar el Consejo de la Judicatura es el órgano de control 

administrativo y de vigilancia.  

3. Que el sumario administrativo constituye dentro del Derecho 

Administrativo Disciplinario la herramienta perfecta para que los 

funcionarios públicos que no han incumplido con sus deberes y obligaciones 

sean sancionas tal como lo prevé la ley y los respectivos reglamentos, pero 

eso si respectando el debido proceso y las garantías básicas constitucionales. 

4. Que la autoridad sancionadora al momento de resolver los sumarios 

disciplinarios en contra de las servidoras y servidores judiciales deberán 

aplicar en legal y debida forma el principio de inocencia, el mismo que se 

encuentra determinado en la Constitución de la República, el Código 

Orgánico de la Función Judicial y el Reglamento para el Ejercicio de la 

Potestad Disciplinaria del Consejo de la Judicatura. En los casos estudiados 

en el presente trabajo se identificó que la autoridad sancionadora hizo una 

mala valoración de la prueba de cargo del sumariado/a demostrándose que 

efectivamente se ha vulnerado este principio por parte de la autoridad 

sancionadora al momento de emitir las resoluciones. 
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